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INFORME No. 46/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.679
PERÚ

23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Isabel Zea Altamirano y Jennipher Saavedra Zea 
PETICIONARIOS: 
Isabel Zea Altamirano y Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH)
 

VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 5, 7, 24 y 25 de la Convención Americana
INICIO DE TRÁMITE:  
20 de septiembre de 1996
 

 

I. POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS:
1. Sostuvieron que el 10 de febrero de 1991 miembros de la Dirección contra el Terrorismo (DINCOTE) realizaron un allanamiento en la residencia de Isabel Zea Altamirano, sin mediar orden judicial y bajo pretexto de ubicar a una persona investigada por el delito de terrorismo.  Afirmaron que el 18 de marzo del mismo año la señora Zea Altamirano y su hijastra, Jennipher Saavedra Zea, fueron detenidas a raíz de información equivocada producida por el Servicio de Inteligencia Nacional, la cual les clasificaba como terroristas. Se indica que tales personas fueron objeto de actos de violencia física y psicológica antes de ser liberadas.  
2. Los peticionarios indicaron que el esposo de la señora Isabel Zea Altamirano interpuso una denuncia penal ante la 37 Fiscalía Provincial Penal de Lima contra dos altos funcionarios de la Policía Nacional del Perú, por los delitos de violación de la libertad personal, lesiones, abuso de autoridad y violación de domicilio. Señalaron que el proceso penal concluyó con resolución favorable a los imputados. Agregaron que la Fiscalía Provincial formalizó una denuncia penal contra un Mayor del Ejército adscrito al Servicio Nacional de Inteligencia, señor Alfredo Sánchez Ruiz, por el delito de abuso de autoridad. Según lo alegado, el juez de la causa determinó el archivo del proceso por prescripción de la acción penal. Se aduce que el Fiscal Superior recurrió esta decisión, sosteniendo que la legislación vigente establecía un plazo de prescripción ampliado para delitos presuntamente cometidos por funcionarios públicos. 
3. Los peticionarios informaron que tras la interposición de recurso por parte del Fiscal Superior, el Mayor del Ejército Alfredo Sánchez Ruiz solicitó la aplicación de la Ley No. 26479 (Ley de Amnistía) en su favor. Señalaron que la Corte Superior de Justicia de Lima declaró la procedencia del pedido y dispuso la extinción de la acción penal. 

II.
POSICIÓN DEL ESTADO
4. El Estado alegó que la denuncia debe ser declarada inadmisible, sobre la base de que los peticionarios no habrían hecho uso de los recursos que la legislación interna les confiere, al no haberse constituido oportunamente como parte civil. Agregó que las presuntas víctimas pudieron haber reclamado posibles daños y perjuicios que alegan haber sufrido a través de una acción civil.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. El 11 de septiembre de 1996 se recibió la petición inicial, la cual fue registrada bajo el número 11.679 y trasladada al Estado el 20 de septiembre de ese mismo año, otorgándole el plazo de 90 días para que presentara respuesta de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El Estado presentó su respuesta el 18 de julio de 1997 y remitió comunicación adicional el 21 de noviembre del mismo año. Los peticionarios presentaron escritos adicionales el 23 de abril y 10 de septiembre de 1997.
6. La CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios el día 24 de julio de 1997 y el 3 de diciembre de ese mismo año les remitió la respuesta del Estado, sin que a la fecha se hayan recibido las observaciones correspondientes. El 5 de febrero de 2010 la CIDH advirtió que de no recibir información actualizada dentro del plazo de un mes, podría considerar el archivo de la petición conforme al artículo 48.1.b) de la Convención Americana.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISION DE ARCHIVO
7. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas la información de las partes, o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en caso de no existir o subsistir, ordenará el archivo del expediente.
8. En el presente asunto los peticionarios no han respondido a las solicitudes de observaciones e información actualizada formuladas por la CIDH el  24 de julio y 3 de diciembre de 1997 y 5 de febrero de 2010. En esas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
